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NULIDAD DE ACTOS PROCEDIMENTALES EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 
CONFORME AL ARTÍCULO 97 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE SE ENCUENTRE CONOCIENDO DEL ASUNTO –Y NO SU 
SUPERIOR– ES QUIEN EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO DEBE REALIZAR LA 
DECLARATORIA CORRESPONDIENTE. Conforme al precepto mencionado, los actos realizados 
con violación de derechos humanos serán nulos y no pueden ser saneados ni convalidados, es decir, 
se trata de una nulidad absoluta, la cual debe ser declarada por el órgano jurisdiccional al momento 
de advertirla o a petición de parte, en cualquier momento. Asimismo, los actos realizados en 
contravención a las formalidades que el mismo código establece, sí pueden ser saneados o 
convalidados, lo que origina una nulidad relativa. Conforme a lo anterior, cuando se trate de la nulidad 
de actos en el procedimiento por vulneración al derecho fundamental de contar con un traductor o 
intérprete, así como al derecho a la defensa técnica adecuada y eficaz, encuadra en los supuestos 
de nulidad absoluta, ya que se refiere a actuaciones realizadas con violación a los derechos 
fundamentales previstos en los artículos 2o. y 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, no pueden ser convalidados ni saneados, por lo que 
deberán declararse nulos de oficio por el órgano jurisdiccional al momento de advertirla, o a petición 
de parte en cualquier momento; de ahí que el procedimiento para la declaratoria de nulidad de actos 
procedimentales en el sistema penal acusatorio debe desahogarse ante la autoridad jurisdiccional 
que en ese momento se encuentre conociendo del asunto y es ésta quien debe resolver, y no por un 
procedimiento autónomo iniciado directamente ante el tribunal superior. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 

Amparo en revisión 879/2017. 12 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Reyna 
Oliva Fuentes López, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del 
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 
40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta 
la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de 
otros acuerdos generales. Secretaria: Edna Matus Ulloa.  

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 


